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ordenó la anotación preventiva de embargo de la mitad indivisa que le 
corresponde sobre determinada finca. En dicho mandamiento consta que 
la providencia de embargo ha sido notificada al deudor y a su cónyuge 
doña C. V. En el Registro de la Propiedad la finca figura inscrita «en 
común y proindiviso» a nombre de los cónyuges de nacionalidad francesa 
don R. J. y doña C. V., casados en régimen de comunidad. No se especifi-
can cuotas.

II

Presentado el mandamiento en el citado Registro con fecha 13 de 
marzo de 2006, no se practica la anotación, de acuerdo con la siguiente 
nota de calificación: Calificado el precedente mandamiento se deniega la 
Anotación Preventiva del Embargo que en el mismo se ordena sobre la 
finca registral 11.604, al folio 160, del tomo 427, libro 83 de Jávea, inscrita 
a favor de los esposos don Jack R. y su esposa Doña Carmen N., de R., de 
nacionalidad francesa, con sujeción a su régimen económico matrimo-
nial, (artículo 92 del Reglamento Hipotecario), por los siguientes defec-
tos: No consta en el procedimiento que se haya entablado contra la 
esposa del deudor Doña Carmen V. de Richard, no siendo suficiente el 
mero traslado a ésta de la demanda a los solos efectos del artículo 144 del 
Reglamento Hipotecario, aplicable exclusivamente al régimen de la socie-
dad de gananciales regulado en el Código Civil español. (Artículo 20 de la 
Ley Hipotecaria. Resoluciones de la Dirección General de los Registros y 
del notariado de 10 de marzo de 1978, 3 de julio de 1998, y 23 de noviem-
bre de 2002). La presente calificación negativa determina la prórroga del 
asiento de presentación por el plazo que señala el artículo 323.1.º de la Ley 
Hipotecaria. Contra la anterior nota de calificación podrá interponerse 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, dentro 
del término de un mes a contar desde la fecha de su notificación, en la 
forma y según los trámites previstos en los artículos 324 y siguientes de la 
Ley Hipotecaria. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 bis de 
la Ley Hipotecaria en su nueva redacción dada por la Ley 24/2001, de 27 
de diciembre y Real Decreto 1039/2003, de 1 de agosto, puede también 
instar la aplicación del cuadro de sustituciones previsto en el artículo 275 
bis de la Ley Hipotecaria, y Resolución de 1 de agosto de 2003 de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado, por el que se aprueba el 
Cuadro de Sustituciones de los Registradores, con el fin de que el Regis-
trador que corresponda según dicho cuadro pueda calificar y despachar, 
bajo su responsabilidad, el documento referido. Jávea, a 2 de febrero 
de 2006. El Registrador. Firma ilegible.

III

Don Jesús Javier Sanrrosendo Moreno, en nombre del Ayuntamiento 
de Jávea, interpuso recurso contra la nota de calificación que consta en el 
apartado anterior, sobre la base de los siguientes argumentos: que hay que 
entender que la finca está inscrita proindiviso por partes iguales entre los 
cónyuges, por lo que debe anotarse el embargo. Los cónyuges están casa-
dos en régimen de comunidad de bienes. Dada la indeterminación del tipo 
de comunidad de bienes, procede aplicar las normas generales de la 
comunidad de los artículos 393 y siguientes del Código Civil, resultando 
contrario al artículo 9.1 y 3. del C. C. considerar que es una sociedad de 
gananciales, ya que no consta que se hayan estipulado capitulaciones 
matrimoniales pactando gananciales. De manera que el artículo 144 del 
Reglamento Hipotecario no resulta aplicable a este caso, dado que solo se 
aplica a la sociedad de gananciales española. Desde la perspectiva del 
derecho constitucional a la tutela judicial efectiva, la notificación del 
embargo al cónyuge no deudor excluye cualquier indefensión material de 
éste, habida cuenta que la Ley de Enjuiciamiento Civil contempla la inter-
vención adhesiva litisconsorcial en su artículo 13. Es doctrina de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado que cuando el embargo 
corresponde al cónyuge deudor sobre la cuota global que corresponde a 
un cónyuge sobre el patrimonio común desde el punto de vista procesal 
se permite que las actuaciones se sigan sólo contra el cónyuge deudor. Y 
desde el punto de vista registral, se permite la anotación preventiva sobre 
los inmuebles o derechos que se especifiquen en el mandamiento judicial 
en la parte que corresponda al derecho del deudor.

IV

El 20 de marzo de 2006 el Registrador emitió su informe y elevó el 
expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 9 del Código Civil, 9 y 20 de la Ley Hipotecaria, 
51, 9.ª, 92 y 93 de su Reglamento, y las Resoluciones de esta Dirección 
General de 10 de marzo de 1978, 3 de julio de 1998 y 29 de octubre y 23 de 
noviembre de 2002.

1. Una finca aparece inscrita a favor de unos cónyuges de nacionali-
dad francesa. La forma en que se inscribe está expresada con las siguien-
tes palabras: «se vende en común y proindiviso… a los cónyuges don J., 
representante, y doña C., sus labores, mayores de edad, de nacionalidad 
francesa, casados en régimen de comunidad, residentes en Francia, quie-
nes inscriben su compra en común y proindiviso». No se especifica en la 
inscripción cuota alguna de los dos partícipes.

Se presenta en el Registro mandamiento expedido por el Recaudador 
Municipal ordenando el embargo de la mitad indivisa perteneciente al 
marido de la finca anteriormente expresada. El Registrador deniega la 
anotación por entender que debe entablarse el procedimiento no sólo 
contra el marido, sino también contra la esposa, no siendo suficiente la 
mera notificación, único trámite realizado con la misma.

El Ayuntamiento recurre alegando que hay que entender que la finca 
está inscrita proindiviso por partes iguales entre los cónyuges, por lo que 
debe anotarse el embargo.

2. Por fundadas que sean las afirmaciones de imprecisión de la ins-
cripción, es lo cierto que es indiferente dilucidar si está inscrita en copro-
piedad por mitades indivisas o en comunidad germánica, ya que, aunque 
estuviera inscrita por mitades indivisas, cada una de las mismas estaría 
inscrita en dicho régimen de comunidad, que es el régimen matrimonial 
que figura en la inscripción. En consecuencia, habrán de aplicarse las 
normas que la legislación francesa establezca para los bienes comunes 
del matrimonio (cfr. artículo 9, 2 y 3 del Código Civil). En el caso de que 
no se acrediten las normas aplicables del derecho francés, como ocurre 
en el caso presente, puede solucionarse el problema dirigiendo la 
demanda contra ambos cónyuges, único supuesto en el que, si la anota-
ción concluyera con la venta forzosa de la finca, el funcionario correspon-
diente podría actuar en representación de ambos titulares en caso de 
rebeldía. En este supuesto, además, la entidad embargante se verá benefi-
ciada, pues se podrá extender el embargo a la totalidad de la finca.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter-
puesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 8 de julio de 2006.–La Directora General de los Registros y del 
Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 15177 RESOLUCIÓN de 8 de julio de 2006, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso inter-
puesto por don Juan José González Fernández, frente a la 
negativa del registrador de la propiedad de Pravia a prac-
ticar una anotación preventiva de demanda.

En el recurso interpuesto por don Juan José González Fernández, 
frente a la negativa del Registrador de la Propiedad de Pravia, don Gaspar 
Cuesta Vizoso, a practicar una anotación preventiva de demanda.

Hechos

I

En mandamiento dictado el 29 de diciembre de 2005 recaído en el 
procedimiento ordinario 283/2005 del Juzgado de Primera Instancia de 
Pravia, se ordenó la anotación preventiva de embargo de determinadas 
fincas con la finalidad de asegurar las resultas de un pleito en el que se 
solicita la condena al pago de una cantidad. Las fincas en cuestión, según 
el citado mandamiento, son propiedad del ejecutado don Juan José M R. 
En el Registro de la Propiedad las fincas figuran inscritas a nombre de una 
sociedad mercantil.

II

Presentado en el citado Registro, no se practica la anotación, de 
acuerdo con la siguiente nota de calificación: Gaspar Cuesta Vizoso, 
Registrador de la Propiedad de Pravia, en relación con mandamiento de 
fecha veinte de diciembre de dos mil cinco, del Juzgado de Primera Ins-
tancia de Pravia, dictado en procedimiento: Procedimiento ordi-
nario 283/2005, le comunico lo siguiente: 1.–Que el citado mandamiento, 
por el que se ordena anotación preventiva de demanda fue presentado en 
el Diario de Operaciones de este Registro, asiento 1.275 del Diario 42 
(entrada 2005/8.973). Se acompaña al mismo testimonio de la demanda 
interpuesta por Don Juan José González Fernández frente a Don Juan 
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José M. R., sobre reclamación de cantidad, siendo el objeto de la demanda 
que se dicte sentencia por la que se «condene al demandado a satisfacer 
al actor la cantidad de 203.476,66 €, s.e.u.o., así como los intereses legales 
de la misma desde la fecha de los respectivos pagos realizados por el 
actor a los acreedores hasta su completo pago». En la demanda inter-
puesta, en su primer otrosi, se solicita que se acuerde la anotación pre-
ventiva de la demanda sobre las fincas registrales números 34.243, 34.244, 
34.245, 34.246, 34.250, 34.258, 34.261, 34.265, 34.268, 34.269, 34.270 del 
Concejo de Grado, todas ellas inscritas a nombre de la entidad C. U., S.L., 
sociedad constituida, según se manifiesta por el actor en la demanda, por 
el demandado junto con Doña María Elena M. P., como únicos socios. El 
fundamento de esta petición de anotación de demanda sobre fincas perte-
necientes en pleno dominio a una sociedad no demandada en el procedi-
miento entablado descansa, según la demanda, en la «situación de intere-
sada insolvencia en que el demandado pudiera encontrarse. perjudicando 
gravemente el derecho del actor al poder obtener una sentencia declara-
tiva que no encuentre respuesta ejecutiva con el pago de la cantidad a que 
resulte condenado el demandado». Es decir, con la anotación de demanda 
que se solicita por el demandante se pretende afectar las fincas a garanti-
zar el pago de una cantidad de dinero a favor del actor, que es el verda-
dero objeto de la demanda, y esta solicitud se deduce, según la demanda 
interpuesta, al amparo del n.º 5 del artículo 727 Ley de Enjuiciamiento 
Civil, en relación con los artículos 42 n.º 1 de la Ley Hipotecaria y 139 de 
su Reglamento. 2.–Que todas las fincas sobre las que se solicita la anota-
ción de demanda figuran registralmente inscritas en pleno dominio a 
nombre de C. U., S.L., por título de obra nueva y constitución en régimen 
de propiedad horizontal, previa la adquisición de los solares donde se 
construyó el edificio en virtud de permuta con Doña Berta M. F. formali-
zada en escritura autorizada el 27 de enero de 2004, por el notario de 
Grado Don Luis Alberto González Banjul. En consecuencia, el registrador 
que suscribe deniega la anotación de demanda solicitada por los siguien-
tes defectos: improcedencia de la anotación por falta de tracto, al encon-
trarse las fincas inscritas a favor de persona distinta del demandado, e 
improcedencia de la anotación de demanda cuando lo que se reclama en 
el procedimiento es el pago de una cantidad de dinero; y ello en base a los 
siguientes Fundamentos de Derecho: Primero.–Improcedencia por falta 
de tracto.–Como tiene declarado reiteradamente la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, entre otras en las Resoluciones de 11 de 
julio de 2001 y 2 e octubre de 2002, no puede practicarse la anotación 
sobre bienes inscritos a favor de persona que no ha sido parte con carác-
ter personal y directo en el procedimiento, por impedirlo los principios 
constitucionales de protección jurisdiccional de los derechos y proscrip-
ción de la indefensión (artículo 24 de la Constitución), y, en el ámbito 
registral, los de salvaguardia judicial de los asientos registrales (artículo 1 
Ley Hipotecaria) y los de tracto sucesivo y legitimación (artículos 20 
y 38.3 Ley Hipotecaria). El artículo 20 Ley Hipotecaria, después de decir 
en su segundo párrafo que «en el caso de resultar inscrito... a favor de 
persona distinta de la que otorgue la transmisión o gravamen, los registra-
dores denegarán la inscripción solicitada», dispone en su último párrafo 
(introducido por la Disposición Final 3.ª de la Ley Orgánica 15/2003, de 
reforma del Código Penal) que: «No podrá tomarse anotación de 
demanda, embargo o prohibición de disponer, ni cualquier otra prevista 
en la Ley, si el titular registral es persona distinta de aquella contra la cual 
se ha dirigido el procedimiento. En los procedimientos criminales podrá 
tomarse anotación de embargo preventivo o de prohibición de disponer 
de los bienes, como medida cautelar, cuando a juicio del juez o tribunal 
existan indicios racionales de que el verdadero titular de los mismos es el 
imputado, haciéndolo constar en el mandamiento». Por tanto, para que 
pudiera practicarse una anotación en el Registro de la Propiedad en los 
casos de falta de tracto, se hace necesaria la concurrencia de un doble 
requisito: que se trate de un procedimiento criminal, y que a juicio del 
Tribunal existan indicios racionales de que el verdadero titular del bien es 
el imputado (Resolución de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de octubre de 2005, BOE de 17 de noviembre de 2005), 
requisitos éstos que no concurren en el presente caso. Segundo.–Impro-
cedencia en demanda de reclamación de cantidad.–No toda demanda es 
anotable en el Registro de la Propiedad, por lo que para determinar la 
situación jurídica que puede ser objeto de esta clase de anotación preven-
tiva, el artículo 42 n.º 1 Ley Hipotecaria dispone que podrá solicitarla «el 
que demandare en juicio la propiedad de bienes muebles o la constitu-
ción, declaración, modificación o extinción de cualquier derecho real». Al 
amparo de este artículo y como entiende la doctrina y se pone de relieve 
en las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Nota-
riado (entre otras, en las de 24 y 25 de junio de 1991, y de 8 de noviembre 
de 1991), pueden anotarse no sólo las demandas en que se ejercita una 
acción real, sino también aquellas otras mediante las que se persigue la 
efectividad de un derecho personal cuyo desenvolvimiento lleve apare-
jada una mutación jurídico-real inmobiliaria. En el primer caso, y dado el 
tenor literal del artículo 42.1 Ley Hipotecaria, no plantea dudas la proce-
dencia de esta clase de anotación cuando la pretensión se fundamenta en 
un derecho real y se dirige a hacerlo efectivo, como ocurre, por ejemplo, 

cuando se discute sobre la titularizad de un bien, o sobre el reconoci-
miento de un derecho real, o se interpone una tercería de dominio. En el 
segundo caso, cuando se ejerciten acciones personales sólo procede la 
anotación de la demanda cuando la acción ejercitada es apta para originar 
una modificación jurídico-real, es decir, siempre que la pretensión dedu-
cida judicialmente pueda producir efectos sobre los inmuebles o dere-
chos reales inscritos, como ocurre, por ejemplo, cuando se reclama la 
propiedad de un bien comprado, la elevación a público de un contrato 
privado de compraventa, se ejercita una acción de nulidad, resolución o 
rescisión de una titularidad inscrita, o cuando se pide la constitución de 
un derecho real de servidumbre o de hipoteca, entre otros supuestos de 
acciones personales susceptibles de implicar una mutación jurídico-
inmobiliaria. Ahora bien, cuando la acción ejercitada en defensa de un 
derecho o facultad meramente personal no puede conducir en su desen-
volvimiento a una modificación jurídico real en provecho o a favor del 
que solicita la anotación preventiva de demanda, ha de rechazarse la 
adopción de tal medida cautelar, como ocurre en el presente caso en que 
la demanda versa simplemente sobre la reclamación de una cantidad de 
dinero, pues se está ejercitando una acción meramente personal sin tras-
cendencia real, sin perjuicio de que se adopten otras medidas cautelares 
en garantía del derecho del actor, como el embargo preventivo, el cual 
podrá constar en el Registro a través de la anotación prevista en el 
artículo 42, n.º 2.º Ley Hipotecaria (si procediera por darse los presupues-
tos del mismo, que en el presente caso no se dan por falta de tracto, según 
se ha expuesto en el apartado anterior). La improcedencia de la anotación 
de demanda cuando el objeto de la misma es únicamente la reclamación 
de una cantidad de dinero se ha declarado reiteradamente por la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado pudiendo citarse sus Reso-
luciones de fecha 21 de julio de 1998, 11 de noviembre de 1998, 19 de 
mayo de 1999, 20 de mayo de 1999, y 5 de marzo de 2004. En esta última 
Resolución citada se dice: «... Se pretende la anotación de una demanda 
en la que se solicita una condena al pago de una cantidad de dinero. No 
procede, pues, como reiteradamente tiene declarado la Dirección Gene-
ral, la anotación registral sólo puede amparar aquellas demandas cuya 
estimación pudiera producir una alteración registral; y ello no ocurre en 
el caso debatido, pues la demanda interpuesta no afecta a la titularizad 
inscrita, por lo que ninguna utilidad reportaría su anotación. Y sin que sea 
atendible la alegación del recurrente de que la anotación, al advertir a los 
terceros de que la finca puede ser embargada, perjudicaría ya sus dere-
chos; pues como dice el registrador, la amenaza de un embargo futuro ni 
puede reflejarse en el Registro ni, por sí sola, perjudicaría los derechos de 
un tercer adquirente. El asiento de presentación quedará prorrogado en 
los términos previstos en el artículo 323 de la Ley Hipotecaria. Contra esta 
calificación: –Se podrá recurrir potestativamente ante la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado en el plazo de un mes desde la fecha 
de la notificación de esta calificación, por medio de escrito presentado en 
este Registro de la Propiedad, en los registros y oficinas previstos en el 
artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, o en cualquier Regis-
tro de la Propiedad, en la forma y según los trámites previstos en los 
artículos 324 y siguientes de la Ley Hipotecaria. O ser impugnada directa-
mente ante el Juzgado de Primera Instancia de Oviedo dentro del plazo de 
dos meses contados de la notificación de esta calificación, siendo de apli-
cación las normas del juicio verbal y observándose, en la medida en que 
le sean aplicables, las disposiciones contenidas en el artículo 328 de la 
Ley Hipotecaria. O bien, instar la aplicación del cuadro de sustituciones 
previsto en el artículo 275 bis de la Ley Hipotecaria, de conformidad con 
lo dispuesto por el Real Decreto 1.039/2003, de 1 de agosto. Pravia, a 
nueve de enero de dos mil seis. El Registrador de la Propiedad. Firma 
ilegible.

III

Don Juan José González Fernández interpuso recurso contra la nota 
de calificación que consta en el apartado anterior, sobre la base de los 
siguientes argumentos: I) que de la documentación remitida por el juz-
gado al Registro resulta una posible situación de insolvencia en el deman-
dado que justifica la adopción de la medida cautelar de anotación preven-
tiva de demanda por concurrencia de los requisitos del fumus boni iuris y 
de presentación de caución, por lo que al amparo de lo establecido en la 
Ley de Enjuiciamiento Civil se dan los requisitos básicos para ordenar al 
registro de la Propiedad la práctica de la anotación, incurriendo el Regis-
trador en desobediencia a judicial; II) que existe una clara vinculación 
entre el demandado y la sociedad mercantil que es titular registral, pues 
el demandado es socio fundador de ésta, al tiempo que inicialmente fue su 
administrador, por lo que en aplicación de la doctrina del levantamiento 
del velo, la demanda se dirige contra el deudor real, quien en la actualidad 
es socio de la entidad mercantil.
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IV

El 20 de marzo de 2006 el Registrador emitió su informe y elevó el 
expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitución Española, 726 1, 727 6 y 11 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, 1. 3, 20, 40 y 42 de la Ley Hipotecaria, 100 
de su Reglamento y las Resoluciones de esta Dirección General de 2 de 
octubre y 14 de noviembre de 2002 y 6 de octubre de 2005.

1. Se presenta en el Registro un mandamiento de anotación preven-
tiva de demanda sobre varias fincas para asegurar las resultas de un pleito 
en el que se solicita condena al pago de una cantidad. El Registrador 
deniega la anotación por no poder ser el pago de una cantidad objeto de 
la anotación de demanda, y, además, por estar inscritas las fincas a favor 
de una persona distinta de aquélla contra la que se sigue el procedi-
miento.

El interesado recurre.
2. El recurso no puede ser estimado. Es doctrina reiterada de este 

Centro Directivo que la anotación de demanda solamente puede abarcar 
a aquéllas demandas cuya estimación pudiera producir una alteración 
registral. Pero en el caso presente, ni la demanda interpuesta que se 
ordena anotar, ni la eventual sentencia estimatoria, afectan a la titularidad 
jurídica inscrita, por lo que ninguna utilidad tiene la práctica de la anota-
ción pretendida, por lo que no puede incluirse en ninguno de los artícu-
los 726.1 y 727, 6 y 11 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. En cuanto al defecto consistente en estar la finca inscrita a favor 
de tercera persona, cabe decir que los principios de salvaguardia judicial 
de los asientos, legitimación y tracto sucesivo, además del principio cons-
titucional de proscripción de la indefensión, impiden la práctica de la 
anotación cuando la finca aparece inscrita a favor de persona distinta a 
aquélla contra la que se sigue el procedimiento.

Y dicha desestimación es inevitable por cuanto, como resulta de los 
hechos, las fincas aparecen inscritas a nombre de personas contra las que 
no se ha dirigido el procedimiento. Las exigencias del principio de tracto 
sucesivo han de confirmar la denegación de la nota recurrida toda vez que 
el procedimiento de que dimana el mandamiento calificado no aparece 
entablado contra el titular registral (artículo 20 de la Ley Hipotecaria); sin 
que pueda alegarse en contra la limitación del ámbito calificador respecto 
de los mandamientos judiciales, pues si bien es cierto que los Registrado-
res de la Propiedad, como funcionarios públicos tienen la obligación de 
respetar y colaborar en la ejecución de las resoluciones judiciales firmes 
(artículo 17.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), no lo es menos que 
el principio constitucional de protección jurisdiccional de los derechos e 
intereses legítimos (cfr. artículo 24 de la Constitución Española) impide 
extender las consecuencias de un proceso a quienes no han tenido parte 
en él, ni han intervenido de manera alguna, exigencia ésta que en el 
ámbito registral determina la imposibilidad de practicar asientos que 
comprometen una titularidad inscrita (que está bajo la salvaguardia de los 
Tribunales, conforme al artículo 1 de la Ley Hipotecaria) si no consta el 
consentimiento de su titular o que éste haya sido parte en el procedi-
miento de que se trata; de ahí que en el ámbito de la calificación de los 
documentos judiciales el artículo 100 del Reglamento Hipotecario, en 
coherencia plena con los preceptos constitucionales y legales, incluya los 
obstáculos que surjan del Registro.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter-
puesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 8 de julio de 2006.–La Directora General de los Registros y del 
Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 15178 RESOLUCIÓN de 26 de julio de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por don Gabriel Castro Quiles, en nombre de 
«Cerámicas Jornet, S.A.» contra la negativa de la regis-
tradora mercantil n.º 2, de Valencia, a inscribir determi-
nada modificación de los estatutos de dicha sociedad.

En el recurso interpuesto por don Gabriel Castro Quiles, en nombre de 
«Cerámicas Jornet, S.A.» contra la negativa de la registradora mercantil, 

titular del Registro n.º 2 de Valencia, doña Laura María de la Cruz Cano 
Zamorano, a inscribir determinada modificación de los estatutos de dicha 
sociedad.

Hechos

I

Mediante escritura autorizada por el Notario de Carlet don Carlos 
Lorente Garcés el 16 de diciembre de 2005, se elevaron a público determi-
nados acuerdos adoptados por la Junta General de la sociedad «Cerámi-
cas Jornet, S.A.», por los que se acepta el cese voluntario de los miembros 
del Consejo de Administración, se reelige a cuatro consejeros y se modi-
fica el artículo 25 de los estatutos sociales para incluir determinadas 
facultades del consejo que se enumeran, relativas al Registro Nacional de 
Derechos de Emisión.

II

El 12 de enero de 2006 se presentó copia de dicha escritura en el Regis-
tro Mercantil de Valencia, causó asiento 616 del Diario 488, y fue objeto de 
calificación parcialmente negativa el 17 de enero, por la que se expresa lo 
siguiente:

«La Registradora Mercantil que suscribe, previo examen y califica-
ción del documento que se dirá, ha resuelto practicar parcialmente la 
inscripción solicitada conforme a los siguientes hechos y fundamentos 
de Derecho:

Hechos:

Fundamentos de Derecho: Inscrito el precedente documento... Sólo en 
cuanto a los ceses y nombramientos de Consejeros y no practicada la 
inscripción de la modificación del artículo 25 de los estatutos sociales por 
no ser susceptible de inscripción de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 124-4 del Reglamento que establece que no podrán inscribirse en 
el Registro Mercantil las enumeraciones de facultades del órgano de 
administración que sean consignadas en los estatutos.

Insubsanable.

En relación con la presente calificación:

Puede instarse la aplicación del cuadro de sustituciones conforme a 
los artículos 19 bis y 275 de la Ley Hipotecaria y al Real Decreto 1039/2003, 
de 1 de agosto, en el plazo de quince días a contar desde la fecha de noti-
ficación, sin perjuicio del ejercicio de cualquier otro medio de impugna-
ción que el interesado entienda procedente.

Puede impugnarse directamente ante el Juzgado de lo Mercantil de 
esta capital mediante demanda que deberá interponerse dentro del plazo 
de dos meses, contados desde la notificación de esta calificación, siendo 
de aplicación las normas del juicio verbal conforme a lo previsto en los 
artículos 324 y 328 de la Ley Hipotecaria en su nueva redacción por 
Ley 24/2005, de 18 de noviembre.

Cabe interponer recurso en este Registro Mercantil para la Dirección 
General de los Registros y del Notariado en el plazo de un mes desde la 
fecha de la notificación en los términos de los artículos 324 y siguientes 
de la Ley Hipotecaria.

... Haciéndose constar expresamente la no inclusión de la persona 
nombrada a que se refiere la inscripción practicada en este Registro en 
virtud de este documento, en el Registro de Resoluciones Concursales, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 61-bis del Reglamento del Registro 
Mercantil.

Valencia, 17 de enero de 2006.–La Registradora n.º 11, Laura M.ª de la 
Cruz Cano Zamorano.»

III

En escrito de 10 de febrero de 2006 –que causó entrada en el referido 
Registro Mercantil el mismo día–, don Gabriel Castro Quiles, en nombre 
de «Cerámicas Jornet, S.A.» interpuso recurso gubernativo, en el que 
alegó: 1.º Que debido a la inclusión de dicha empresa en el Plan Nacio-
nal de Asignación de derechos de emisión, y la Ley 1/2005, de 9 de marzo, 
esa empresa está obligada a la inscripción en el Registro Nacional de 
Derechos de Emisión; 2.º Que se debería inscribir la modificación de 
estatutos debido que el artículo 124.4 del Reglamento del Registro Mer-
cantil no prohíbe la inscripción de los estatutos sino la enumeración de 
las facultades que hayan sido consignadas en los estatutos; 3.º Que el 
Registro Nacional de Derechos de Emisión exige a las empresas que el 
administrador tenga las facultades expresas y textuales para realizar 
todas las actuaciones ante dicho Registro, y sin embargo el Registro Mer-
cantil considera que dichas facultades no son inscribibles.


